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La Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la 
Corrupción de la Comunidad Valenciana (AVAF) obliga a 
las entidades del sector privado a notificarle el 
nombramiento y el cese de sus responsables del sistema 
interno de información 
 

El 16 de junio de 2025 se publicó en el Diari Oficial de la Gerneralitat Valenciana la 
Resolución 406/2025, de 5 de junio, de la Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude 
y la Corrupción de la Comunidad Valenciana (AVAF). Por medio de dicha Resolución, la 
AVAF crea un nuevo registro de responsables de sistemas internos de información y 
establece el deber de todas las entidades del sector privado obligadas a contar con un 
sistema interno de información a inscribir en él los nombramientos y ceses de sus 
responsables en un plazo de diez días hábiles.  

 

La AVAF se creó por medio de la Ley valenciana 11/2016, de 28 de noviembre (la “Ley 11/2016”), “para 
prevenir y erradicar el fraude y la corrupción de las instituciones públicas valencianas y para el impulso 
de la integridad y la ética pública” (artículo 1.3). Aunque desde el principio se le atribuyeron funciones de 
recepción y tramitación de denuncias como canal externo de comunicación, así como de protección de 
informantes (artículo 14), el ámbito de competencia de la AVAF se extendía exclusivamente a las 
entidades enumeradas en el artículo 3 de dicha Ley: entidades del sector público valenciano; partidos 
políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresariales; y algunas entidades privadas 
relacionadas con el sector público valenciano (contratistas, concesionarias, perceptoras de 
subvenciones, etc.), únicamente a los efectos del control de su relación con las correspondientes 
entidades públicas.  

Tras la entrada en vigor de la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas 
que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción (la “Ley 2/2023” o “Ley de 
Protección de Informantes”), la AVAF emitió la Resolución 504/2023, de 10 de mayo, por la que creó 
su registro de responsables de sistemas internos de información1. De acuerdo con la propia Resolución, 
únicamente debían inscribir a sus responsables del sistema en dicho registro las entidades del sector 
público valenciano incluidas en el ámbito de actuación de la AVAF (artículo 3 de la Ley 11/2016) y 

                                                      
1 Diari Oficial de la Generalitat Valenciana núm. 9601, de 23 de mayo de 2023. 
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obligadas a implementar un sistema interno de información. Quedaban excluidas, por tanto, todas las 
entidades privadas, incluso las enumeradas en el artículo 3 de la Ley 11/2016.  

Desde la entrada en vigor de la Ley de Protección de Informantes, la Ley 11/2016 ha sido reformada en 
dos ocasiones: por medio de las Leyes valencianas 3/2024, de 27 de junio, y 5/2025, de 30 de mayo. 
Estas reformas (sobre todo, la más reciente) han dejado claro que la AVAF es la autoridad independiente 
de protección del informante de la Comunidad Valenciana a efectos de la Ley 2/2023. Sin embargo, 
ninguna de ellas ha modificado el ámbito de actuación subjetivo de la AVAF para atribuirle expresamente 
competencias en relación con el sector privado. El artículo 3 de la Ley 11/2016 ha mantenido, a este 
respecto, su redacción original.  

En este contexto, el pasado 5 de junio de 2025, la AVAF emitió su Resolución 406/20252, por la que crea 
un nuevo registro de responsables de sistemas internos de información (en sustitución del ya existente3) 
y obliga a inscribir en él los nombramientos y ceses de sus responsables a todas las entidades del 
sector privado obligadas a contar con un sistema interno de información de acuerdo con el 
artículo 10.1 de la Ley 2/2023. Esto incluye, entre otras entidades, a las personas físicas o jurídicas del 
sector privado que tengan contratados cincuenta o más trabajadores, y a las personas jurídicas del sector 
privado que entren en el ámbito de aplicación de los actos de la Unión Europea en materia de servicios, 
productos y mercados financieros, prevención del blanqueo de capitales o de la financiación del 
terrorismo, seguridad del transporte y protección del medio ambiente a que se refieren las partes I.B y II 
del anexo de la Directiva Whistleblowing4.  

La Resolución 406/2025 establece que las correspondientes notificaciones deberán llevarse a cabo a 
través del trámite específico habilitado en la sede electrónica de la AVAF5, en el plazo de diez días 
hábiles siguientes al nombramiento o cese del responsable del sistema (o de cualquiera de sus 
integrantes, si se trata de un órgano colegiado). Sin embargo, no se indica cuál es plazo para notificar 
nombramientos de responsables del sistema producidos con anterioridad a la publicación de la 
Resolución 406/2025 (16 de junio de 2025) ni cuándo comienza a correr este plazo. A falta de 
aclaraciones al respecto por parte de la AVAF, entendemos que la interpretación más razonable pasaría 
por considerar un plazo de diez días hábiles, tomando como dies a quo el día siguiente al de la 
publicación de la Resolución. De acuerdo con este criterio, el plazo vencería el 1 de julio de 2025.  

Pero la creación del nuevo registro plantea otra incógnita, que convendría que la AVAF despejase lo 
antes posible: la relativa a cuáles son, desde el punto de vista territorial, las entidades privadas que 
deben comunicarle el nombramiento y cese de sus responsables del sistema. Ni la Ley 2/2023 ni la 
Resolución 406/2025 regulan expresamente esta cuestión, que las distintas autoridades autonómicas de 
protección de informantes con competencias sobre el sector privado han resuelto de forma divergente. 
Así, la Oficina Antifraude de Cataluña (OAC) ha indicado que solo deben realizarle estas notificaciones 

                                                      
2 Diari Oficial de la Generalitat Valenciana núm. 10131, de 16 de junio de 2025.  
3 Deja sin efecto, por tanto, su Resolución 504/2023, de 10 de mayo, de manera que “los datos recopilados al amparo de esta 
resolución se incorporan con todas las garantías legales, a este nuevo registro”.  
4 Directiva (UE) 2019/1937, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019. 
5 Disponible en: <https://sede.antifraucv.es/carpetaciudadana/tramite.aspx?idtramite=16811>. 
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las entidades cuyo domicilio social se encuentre en Cataluña6. En cambio, la Oficina Andaluza contra el 
Fraude y la Corrupción (OAAF) recomienda que, hasta la constitución de la Autoridad Independiente de 
Protección del Informante (estatal), lo hagan no solo las entidades domiciliadas en Andalucía, sino 
también todas aquellas que cuenten con delegaciones o centros de trabajo en esta comunidad 
autónoma7. Al igual que la AVAF, la recientemente creada Autoridad Gallega de Protección de la Persona 
Informante (AGPI) no ha hecho todavía aclaración alguna al respecto.  
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6 Sección de preguntas más frecuentes sobre la Ley 2/2023 publicada la página web de la OAC. La pregunta al respecto está 
disponible en: <https://www.antifrau.cat/es/a-que-autoridad-deben-notificar-nombramiento-responsable-sistema-empresas-
privadas-con-centros-trabajo-diferentes-comunidades-autonomas>. 
7 Documento de preguntas frecuentes sobre sistemas internos de información y responsables SII publicado en la página web 
de la OAAF, disponible en: <antifraudeandalucia.es/?wpdmdl=4502> (págs. 23 y 24).  
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